
 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

REGIÓN JUDICIAL DE BAYAMÓN Y AIBONITO 
PANEL VII 

 
IVETTE AVILÉS RIVERA Y 

OTROS 
 

 Recurridos 
 
 
 

v. 
 
 
 

MUNICIPIO DE 
BARRANQUITAS Y OTROS 

 
Peticionarios 

 
KLCE201601264 

 

CERTIORARI 
procedente del Tribunal 
de Primera Instancia,  
Sala Superior de 
Comerío  
 
 
 
Civil Núm.:  
B3CI201400795 
 

 
 
Sobre: 
Daños y perjuicios. 

 

Panel integrado por su presidenta, la Jueza Jiménez Velázquez, la 
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Jiménez Velázquez, jueza ponente. 

 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

La parte peticionaria, Universal Insurance Company y el 

Municipio de Barranquitas, instaron el presente recurso el 6 de 

julio de 2016.  Solicitan que revisemos la Resolución emitida el 16 

de mayo de 2016, notificada el 18 de mayo de 2016, por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de Comerío.  

Mediante dicha Resolución, el foro primario dio por admitido el 

requerimiento de admisiones cursado por la parte demandante-

recurrida al Municipio de Barranquitas.       

Tras examinar con detenimiento el recurso, así como los 

documentos que conforman su apéndice, expedimos el auto de 

certiorari y revocamos la Resolución recurrida.   

I 

 El 29 de diciembre de 2014, la señora Ivette Avilés Rivera, 

por sí y en representación de sus dos hijos menores de edad, el 

señor Juan J. Palau Bracero y la sociedad legal de gananciales 

compuesta con la codemandante Avilés Rivera (parte demandante-
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recurrida), instaron una demanda sobre daños y perjuicios en 

contra el Municipio de Barranquitas (Municipio), la Autoridad de 

Energía Eléctrica (AEE) y ACE Insurance Company. En síntesis, 

alegaron que, el 14 de octubre de 2014, mientras la codemandante 

Avilés Rivera caminaba por la acera de la calle Padre Berríos del 

municipio de Barranquitas, un muro de concreto que colinda con 

las oficinas comerciales de la AEE colapsó y le cayó sobre el pie 

derecho. Ello ocasionó graves daños corporales a dicha 

codemandante. Por tal motivo, esta reclamó una compensación por 

concepto de los daños físicos y emocionales, daños especiales y 

lucro cesante.  Por su parte, los dos hijos menores de edad y el 

señor Palau Bracero reclamaron resarcimiento por las angustias 

mentales que padecieron al presenciar el incidente y al ver el 

sufrimiento de la codemandante. En la demanda, la parte 

demandante-recurrida reclamó una compensación global de 

$7,000,000.00.   

Tras varios incidentes procesales, y en lo pertinente a la 

controversia ante nuestra consideración, el 28 de septiembre de 

2015, la parte demandante-recurrida cursó un requerimiento de 

admisiones al Municipio.   

El 13 de octubre de 2015, el Municipio solicitó una prórroga 

de treinta (30) días para contestar el requerimiento de admisiones, 

contados a partir de la notificación de la orden que se emitiera a 

tales efectos.   

El 14 de octubre de 2015, notificada el 15 de octubre de 

2015, el tribunal recurrido emitió la orden y concedió la prórroga 

según solicitada. 

El Municipio contestó el requerimiento de admisiones el 2 de 

febrero de 2016, y lo notificó a la parte demandante-recurrida.    

El 16 de febrero de 2016, se celebró la conferencia con 

antelación al juicio.  Según surge de la Resolución recurrida, en la 
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vista “se discutieron las objeciones relacionadas al Informe de 

Conferencia con Antelación al juicio en torno a hechos 

incontrovertidos incluidos por la parte demandante, esto a raíz de 

un requerimiento de admisiones cursado al Municipio de 

Barranquitas”.1  En vista de ello, el foro recurrido concedió quince 

(15) días a las partes litigantes para expresarse en cuanto al 

asunto.       

Así las cosas, el 21 de marzo de 2016, la parte demandante-

recurrida solicitó al foro de instancia que diera por admitido el 

requerimiento de admisiones cursado al Municipio, por haberse 

contestado luego de vencido el término reglamentario para ello.  

Por su parte, el Municipio no presentó escrito alguno.   

Finalmente, el foro primario emitió la Resolución recurrida y 

dio por admitido el requerimiento de admisiones cursado al 

Municipio el 28 de septiembre de 2015 por la parte demandante-

recurrida. Así, el tribunal de instancia destacó que, a pesar de la 

prórroga conferida, el Municipio había contestado el requerimiento 

de admisiones. De igual modo, mencionó que en la vista de 

conferencia con antelación al juicio le concedió al Municipio un 

término adicional para expresarse y tampoco cumplió con lo 

ordenado.   

De tal manera, y en vista de que al momento de dictarse la 

resolución recurrida habían transcurrido cinco (5) meses desde 

que la parte demandante-recurrida había remitido el requerimiento 

de admisiones al Municipio, el foro de instancia determinó que ello 

ponía de manifiesto la falta de diligencia de la representación legal 

de dicha parte en cumplir con las órdenes del tribunal y con las 

Reglas de Procedimiento Civil. La parte peticionaria presentó 

oportunamente una reconsideración, mediante la cual planteó que 

                                                 
1 Véase, Resolución, apéndice del recurso, pág. 71. 
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desde el 2 de febrero de 2016 había contestado el requerimiento de 

admisiones. 

La solicitud de reconsideración instada por el Municipio fue 

denegada mediante Resolución emitida el 3 de junio de 2016, y 

notificada el 6 de junio de 2016. 

Inconforme con dicha determinación, el Municipio y su 

aseguradora, Universal Insurance Company, instaron el presente 

recurso, en el que señalan la comisión del siguiente error:      

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 

admitir de forma tácita los hechos y aseveraciones 
incluidos en el requerimiento de admisiones notificado 
al Municipio de Barranquitas aun cuando de los autos 

surge que el mismo se había contestado.  
 

Transcurrido en exceso el término para oponerse a este 

recurso, los demandantes-recurridos no comparecieron, por lo que 

el mismo quedó perfeccionado sin el beneficio de su 

comparecencia.  

II 

A 

Mediante la presentación de un recurso de certiorari se 

pretende la revisión de asuntos interlocutorios, que han sido 

dispuestos por el foro de instancia en el transcurso y manejo del 

caso. Distinto al recurso de apelación, el tribunal al que se recurre 

mediante certiorari tiene discreción para atender el asunto 

planteado, ya sea expidiendo el auto o denegándolo. Véase, Rivera 

Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011); García 

v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005). Así, pues, el certiorari es un 

recurso extraordinario cuya característica se asienta en “la 

discreción encomendada al tribunal revisor para autorizar su 

expedición y adjudicar sus méritos.” IG Builders et al. v. BBVAPR, 

185 DPR 307, 338 (2012).  
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Por su lado, la Regla 52.1 de Procedimiento Civil delimita los 

asuntos que este Tribunal puede revisar mediante el recurso de 

certiorari. A saber:  

[...]  

 
El recurso de certiorari para revisar resoluciones u 

órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de 
Primera Instancia, solamente será expedido por el 
Tribunal de Apelaciones cuando se recurra de una 

resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la 
denegatoria de una moción de carácter dispositivo. No 

obstante, y por excepción a lo dispuesto 
anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá revisar 
órdenes o resoluciones interlocutorias dictadas por el 

Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra de 
decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos 
o peritos esenciales, asuntos relativos a privilegios 

evidenciaros, anotaciones de rebeldía, en casos de 
relaciones de familia, en casos que revistan interés 

público o en cualquier otra situación en la cual 
esperar a la apelación constituiría un fracaso 
irremediable de la justicia. Al denegar la expedición 

de un recurso de certiorari en estos casos, el Tribunal 
de Apelaciones no tiene que fundamentar su decisión.  

 
Cualquier otra resolución u orden interlocutoria 
expedida por el Tribunal de Primera Instancia podrá 

ser revisada en el recurso de apelación que se 
interponga contra la sentencia sujeto a lo dispuesto en 

la Regla 50 sobre los errores no perjudiciales.  
 

32 LPRA Ap. V, R. 52.1. (Énfasis nuestro).  

 
De otra parte, la discreción para entender en el recurso de 

certiorari no se ejerce en el vacío. La Regla 40 del Reglamento de 

este Tribunal establece los criterios que debemos considerar al 

momento de ejercer nuestra facultad discrecional; a decir:  

A. Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho.  
 

B. Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema.  

 
C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia.  
 
D. Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados.  

 
E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 
caso es la más propicia para su consideración.  
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F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causan un fraccionamiento indebido del 
pleito y una dilación indeseable en la solución final del 

litigio.  
 
G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia.  
 

4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. (Énfasis nuestro).  

 
Como se sabe, este Tribunal no habrá de intervenir con el 

ejercicio de la discreción en los asuntos interlocutorios ante la 

consideración del Tribunal de Primera Instancia, salvo en “un 

craso abuso de discreción o que el tribunal [haya actuado] con 

prejuicio y parcialidad, o que se [haya equivocado] en la 

interpretación o aplicación de cualquier norma procesal o de 

derecho sustantivo, y que nuestra intervención en esa etapa 

evitará un perjuicio sustancial.” Lluch v. España Service, 117 DPR 

729, 745 (1986).  

Ello impone a este Tribunal la obligación de ejercer 

prudentemente su juicio al intervenir con el discernimiento del foro 

de instancia, de forma que no se interrumpa injustificadamente el 

curso corriente de los casos ante ese foro. Torres Martínez v. Torres 

Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 (2008). Aunque la Regla 52.1 de las de 

Procedimiento Civil confiere competencia a este foro apelativo para 

intervenir y acoger un certiorari sobre asuntos interlocutorios o 

dispositivos, ello está sujeto al ejercicio de nuestra discreción a los 

efectos de expedirlo o denegarlo.  

B 

El requerimiento de admisiones es un instrumento sencillo y 

económico que sirve para delimitar las controversias de los casos. 

Esta herramienta sirve para que se admita la veracidad de 

cualquier materia objeto de descubrimiento de prueba, y persigue 

aligerar los procedimientos, para definir y limitar las controversias 

del caso, para así proporcionar un cuadro más claro sobre las 
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mismas. Rivera Prudencio v. Mun. de San Juan, 170 DPR 

149,  171-172 (2007); Audiovisual Lang v. Sist. Est. Natal Hnos., 

144 DPR 563, 571 (1997)2. 

La Regla 33 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 33, 

regula el alcance del requerimiento de admisiones3.  En particular, 

dispone que una parte podrá requerir, por escrito, a cualquier otra 

parte que admita la veracidad de cualesquiera materias dentro del 

alcance de la Regla 23.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 

23.1, que se relacionen con cuestiones u opiniones de hechos, o 

con la aplicación de la ley a los hechos del caso.   

El efecto de dicha admisión es que releva a la parte adversa 

de tener que presentar en el juicio prueba del hecho admitido y de 

esta forma propicia que se acorte la audiencia y no se incurra en 

gastos innecesarios.  Por lo tanto, la admisión de un requerimiento 

se considerará definitiva, salvo que el tribunal permita su retiro o 

una enmienda a ésta.  Rivera Prudencio v. Mun. de San Juan, 

supra, pág. 171. 

El tribunal podrá permitir el retiro o enmienda de la 

admisión si ello contribuye a la disposición del caso en sus méritos 

                                                 
2 Opiniones emitidas durante la vigencia de las derogadas Reglas de 

Procedimiento Civil de 1979. 
3 En lo pertinente, la Regla 33 de Procedimiento Civil, supra, dispone lo 

siguiente:  
(a) Requerimiento de admisión –  […]. 

 

[…] Todas las cuestiones sobre las cuales se solicite una admisión 

se tendrán por admitidas, a menos que dentro de los veinte (20) 

días de haberle sido notificado el requerimiento, o dentro del 
término que el tribunal concediese mediante moción y 

notificación, la parte a quien se le notifique el requerimiento le 

notifica a la parte que requiere la admisión, una contestación 

suscrita bajo juramento por la parte o una objeción escrita sobre 

la materia. […]  
  

[…]  

 
(b) Efecto de la admisión- Cualquier admisión hecha de 

conformidad con esta regla se considerará definitiva, a menos que 

el tribunal, previa moción al efecto, permita el retiro o enmienda 
de la misma. Sujeto a lo dispuesto en la Regla 37 de este 

apéndice, que regula las enmiendas de una orden dictada en 

conferencia con antelación al juicio, el tribunal podrá permitir el 

retiro o enmienda de la admisión si ello contribuye a la 

disposición del caso en sus méritos y la parte que obtuvo la 

admisión no demuestra al tribunal que el retiro o enmienda 
afectará adversamente su reclamación o defensa. […].   
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y la parte que obtuvo la admisión no demuestra al tribunal que el 

retiro o enmienda afectará adversamente su reclamación o 

defensa.  Regla 33 de Procedimiento Civil, supra.   

Para poderse confrontar efectivamente con un requerimiento 

de admisiones, la parte tiene que, bajo juramento, admitir o negar 

lo requerido, u objetarlo.  Para ello tendrá un término de veinte 

(20) días contados desde que se le notificó el requerimiento, o 

dentro del término que el tribunal le hubiese concedido.  Si la 

parte no cumple con este término, “las cuestiones sobre las cuales 

se solicitó la admisión, se tendrán, automáticamente, por 

admitidas”. (Énfasis nuestro). Audiovisual Lang v. Sist. Est. Natal 

Hnos., supra, pág. 573.    

El tribunal, en el ejercicio de su discreción, debe 

interpretar la regla de forma flexible, para favorecer, en los casos 

apropiados, que el conflicto se dilucide en los méritos. También, 

debe de ejercer especial cuidado cuando se trata de una admisión 

tácita, o sea, por no haberse contestado el requerimiento dentro 

del término para ello.  Audiovisual Lang v. Sist. Est. Natal Hnos., 

supra, págs. 573-574.    

Las disposiciones de la Regla 33 de Procedimiento Civil, 

supra, son mandatorias, no meramente directivas, lo que requiere 

que haya un cumplimiento sustancial con las mismas. Sin 

embargo, al aplicarla e interpretarla, no se puede permitir que 

consideraciones técnicas prevalezcan en detrimento de la justicia 

sustancial. Audiovisual Lang v. Sist. Est. Natal Hnos., supra, págs. 

574-575.  

Todo ello con el propósito principal de que se garantice una 

solución justa, rápida y económica de los procedimientos. Id., pág. 

575. 

III 
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En el caso ante nuestra consideración, el Tribunal de 

Primera Instancia dio por admitido el requerimiento de admisiones, 

por haber sido contestado y notificado luego de expirado el término 

de veinte (20) días que para ello establece la Regla 33 de 

Procedimiento Civil, supra.  Por tanto, nos corresponde determinar 

si, conforme al tracto procesal relatado, la actuación del foro 

recurrido es cónsona con la doctrina referente al requerimiento de 

admisiones. 

Un análisis de las circunstancias particulares de este caso 

denota que, aun cuando el Municipio no contestó el requerimiento 

de admisiones dentro del plazo de veinte (20) días que dispone la 

Regla 33 de Procedimiento Civil, supra, no podemos abstraernos 

del hecho esencial de que el Municipio lo contestó, el 2 de febrero 

de 2016. 

Además, la parte demandante-recurrida contó con el 

beneficio de las contestaciones a dicho requerimiento para la vista 

de conferencia con antelación al juicio. Incluso, en dicha vista se 

discutieron las objeciones que surgieron a raíz de la contestación 

al requerimiento.   

De otra parte, no podemos obviar los postulados de nuestro 

sistema de justicia, que favorecen la solución en los méritos de los 

casos ante nuestra consideración. A tenor con ello, en el contexto 

de la propia Regla 33, el Tribunal Supremo ha expresado que 

aunque la regla es taxativa en cuanto al efecto de incumplir con el 

plazo de veinte (20) días, no existe impedimento para que un 

tribunal discrecionalmente aplique flexiblemente los postulados 

normativos contenidos en ella y autorice la modificación o el retiro 

de las cuestiones admitidas tácitamente. Todo sujeto a que “ello 

contribuy[a] a la disposición del caso en sus méritos y la parte que 

obtuvo la admisión no demuestr[e] al tribunal que el retiro o 
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enmienda afectará adversamente su reclamación o defensa”. 

Audiovisual Lang v. Sist. Est. Natal Hnos., supra, pág. 574.  

De ninguno de los documentos que obran en el expediente 

ante nuestra consideración se desprende que la parte 

demandante-recurrida hubiese demostrado la forma en que el 

retiro de los asuntos dados por admitidos por el foro de instancia 

menoscabaría adversamente su reclamación.  

Por todo lo anterior, concluimos que, el Tribunal de Primera 

Instancia debió, al advenir en conocimiento de que el 

requerimiento de admisiones se había contestado desde el 2 de 

febrero de 2016, reconsiderar su postura. Entendemos que el foro 

de instancia actuó irrazonablemente y se excedió en el ejercicio de 

su discreción.   

En consecuencia, para evitar un fracaso de la justicia, según 

lo establece la Regla 40 de nuestro Reglamento, dejamos sin efecto 

la admisión tácita del requerimiento de admisiones cursado al 

Municipio el 28 de septiembre de 2015 por la parte demandante-

recurrida.   

Nuestra decisión en nada afecta el trámite ordinario del 

presente caso ante el foro recurrido puesto que, como 

mencionamos, el Municipio contestó el referido requerimiento de 

admisiones, lo que permite que el caso continúe su curso. 

IV 

 Por los fundamentos que anteceden, expedimos el auto de 

certiorari y revocamos la Resolución recurrida.   

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


